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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO REYES RODRÍGUEZ 

MONDRAGÓN EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO SUP-JDC-2512/2020 

(RESOLUCIÓN SOBRE EL REGISTRO DE LA ORGANIZACIÓN DE 

CIUDADANOS FUERZA SOCIAL POR MÉXICO)1  

Formulo este voto concurrente porque aun cuando estoy de acuerdo con la 

decisión de revocar la resolución del Consejo General del INE que negó el 

registro a la organización de ciudadanos Fuerza Social por México2 como partido 

político nacional, no comparto las consideraciones y los efectos que se 

proponen en la sentencia3.  

Mi disenso en esta sentencia está relacionado estrechamente con las posturas 

jurídicas que asumí en los recursos de apelación SUP-RAP-51/2020 y  

SUP-RAP-81/2020, en las que se resolvió revocar los actos relacionados con la 

aplicación de los criterios relativos a la nulidad de asambleas por aportaciones 

de personas no identificadas y la determinación sobre acreditación de 

intervención gremial en la afiliación.     

Mi posición respecto a esos criterios está desarrolladas ampliamente en los votos 

particulares respectivos; sin embargo, quiero resaltar que en aquellos recursos de 

apelación, la mayoría de los integrantes de esta Sala Superior resolvió revocar lisa 

y llanamente los actos impugnando −relacionados con los criterios mencionados− 

y, en mi opinión, la revocación debió ser para el efecto de que la autoridad 

responsable realizara las diligencias necesarias, a través de los procedimientos 

administrativos sancionadores respectivos, para que pudiera contar con los 

elementos suficientes para determinar si se acreditan o desvirtúan cada una de esas 

infracciones respectivas. 

                                                           
1 Participaron en la elaboración del voto particular: Oliver González Garza y Ávila, Lizzeth Choreño 
Rodríguez, Julio César Cruz Ricárdez, Hiram Octavio Piña Torres y Elizabeth Vazquez Leyva.  
2 En adelante FSM 
3 Con fundamento en los artículos 187 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 11 
del Reglamento Interno de este Tribunal Electoral. 
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En congruencia con mis posturas jurídicas respecto al registro de partidos políticos 

nacionales, considero que lo procedente, en esta sentencia, es ordenar a la 

autoridad electoral que emita una nueva resolución en la que se otorgue el registro 

a la organización Fuerza Social por México como como partido político, en virtud de 

que en los recursos de apelación se revocaron los criterios sobre la nulidad de 

asambleas por el criterio de aportaciones en especie de personas no identificada y 

se tuvo por no acreditada la intervención gremial, y solo hasta que resuelva los 

procedimientos sancionadores podría imponer como sanción la cancelación 

del registro como partido político4. 

Mi propuesta parte de la base que la resolución sobre el registro de nuevos partidos 

políticos nacionales debe cumplir con los estándares que garanticen el derecho 

a la libertad de asociación; es decir, para que una resolución en la que se limite el 

ejercicio de este derecho, esté plenamente justificada es necesario que cumpla los 

siguientes criterios: i) estar previamente contempladas en una ley en sentido formal 

y material (principio de legalidad); ii) perseguir una finalidad legítima, que tenga 

base en los principios, derechos o valores reconocidos en el sistema jurídico, ya sea 

en la Constitución o en los tratados internacionales aplicables, y iii) ser idónea, 

necesaria y proporcional, parámetros de revisión que se desprenden del mandato 

de que la medida sea “necesaria en una sociedad democrática” 

Para determinar si una restricción al ejercicio de libertad de asociación es legítima, 

como lo es la negativa a la solicitud de registro de un partido político, además de 

evaluar si la decisión tiene un soporte legal, es preciso valorar si: i) la medida es 

adecuada para tutelar o satisfacer el interés que la legitima, o sea, si tiene la 

“capacidad de contribuir a la realización de dicho objetivo” (idoneidad) ; ii) de entre 

diversas medidas igualmente idóneas para alcanzar la finalidad perseguida se 

emplea la que menos restringe o afecta el ejercicio del derecho involucrado 

(necesidad), y iii) el grado en que se limita el derecho en cuestión se corresponde 

                                                           
4 La cancelación del registro es una de las posibles sanciones que pueden derivar de un 
procedimiento sancionador electoral específico cuando un partido político cometa conductas graves 
y reiteradas de violación al marco normativo. Como se estableció en la ejecutoria recaída en los 
expedientes SUP-RAP-561/2015 y acumulados. 
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con el beneficio respecto a la finalidad que se pretende alcanzar (proporcionalidad 

en sentido estricto). 

En mi opinión, si la negativa de registro como partido político no se ajusta a los 

parámetros expuestos, entonces se actualiza una interferencia indebida por parte 

de la autoridad electoral en el ejercicio del derecho a la libertad de asociación, con 

lo que se incumple la obligación general de respeto, prevista en el párrafo tercero 

del artículo 1º de la Constitución. 

1. Contexto del caso 

El cuatro de septiembre, el Consejo General del INE determinó negar el registro a 

FSM como partido político nacional, con base en las siguientes razones:  

a)  Validó la realización de 19 asambleas, cuando el mínimo requerido es de 20 

asambleas estatales. 

b) Validó 227,056 afiliaciones, pero el mínimo requerido es de 233,945  

(la organización tuvo una diferencia de 6,889 afiliaciones). 

c) Acreditó la participación de entes gremiales en la constitución de la 

Organización.  

En seguida señalaré los criterios del Consejo General que fueron relevantes para la 

resolución de este juicio ciudadano. Intervención gremial  

Derivado de la investigación realizada por la UTCE a través de un procedimiento 

ordinario sancionador (INE/CG263/2020) se obtuvo lo siguiente:  

• Participación de 53 dirigentes de organizaciones sindicales. 

• Fungieron como presidentes en las asambleas estatales celebradas por la 

organización: 2. 

• Fungieron como secretarios en las asambleas estatales celebradas por la 

organización: 2. 
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• Fueron electos (as) como delegados (as) a la Asamblea Nacional 

Constitutiva y participaron en ella: 25. 

• Realizaron aportaciones económicas: 14 personas que tienen un cargo 

de dirección gremial en CATEM u otros sindicatos por un monto 

acumulado de 394,121.57 pesos. 

• Fungieron como auxiliares: 39. 

Se identificó que del total de 1,334 de agremiados a los sindicatos y 

federaciones que conforman CATEM, 46 se encuentran afiliados a su vez a 

Fuerza Social por México, lo que representa el 3.45%.  

Así, la responsable tuvo por acreditada la intervención de un ente gremial en el 

proceso de constitución de FSM como partido político, al considerar que un número 

importante de afiliados conformaron la Asamblea Nacional  Constitutiva, mismos 

que se ostentaron cargos dentro de la organización, como presidentes o secretarios 

en las asambleas, delegados propietarios o suplentes electos, asimismo comprobó 

que diversos auxiliares que también pertenecían a la CATEM recabaron afiliaciones 

en favor de la organización, y que  diversos miembros del algunos sindicatos, que 

a su vez se afiliaron a FSM, realizaron aportaciones para las actividades tendentes 

a la formación del PPN. 

Aportaciones en especie no identificadas (criterio del 20 % de recursos sobre 

costo promedio)  

El criterio aprobado por la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos determinó 

que cuando los recursos provenientes de personas no identificadas excedían el 20% 

del costo promedio de las asambleas celebradas por las organizaciones, se anularía 

la validez de la asamblea. 

El INE estableció que el costo promedio por asamblea sería de $1,022,975. Al 

estudiar las asambleas válidas, encontró que cinco superaban ese rango: en 

Campeche el monto de aportación de persona no identificada respecto al 

costo fue de 23.29%; en Jalisco fue de 111.99%; en Nayarit fue de 51.52%; en 
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Quintana Roo fue de 63.12%; en Sinaloa fue de 31.09%; y en Tabasco fue de 

39.82%. 

Debido a lo anterior, la responsable tuvo por no válidas las asambleas celebradas 

por la organización en las entidades referidas, así como las afiliaciones recabadas. 

Asambleas Afiliaciones 

válidas 

Campeche  3,659 

Jalisco  4,200 

Nayarit 4,455 

Quintana Roo 4,459 

Sinaloa  3,058 

Total  19,831 

 

2. Postura mayoritaria 

La sentencia revoca la resolución del Consejo General del INE que negó el registro 

a FSM, con base en lo analizado tanto en el SUP-RAP-51/2020 en el que validaron 

las cinco asambleas que el Consejo General había anulado con base en el criterio 

de aportaciones en especie de personas no identificas, así como en el SUP-RAP-

81/2020 en el que se tuvo por no acreditada la intervención gremial.  

2.1. Nulidad de asambleas por aportaciones en especie de personas no 

identificadas 

La sentencia aprobada por la mayoría declara la validez de las cinco asambleas 

y sus respectivas 19,831 afiliaciones, que habían sido anuladas por Consejo 

General. Esa determinación se sustentó en lo resuelto en que en el  

SUP-RAP-51/2020, en la cual se revocó el criterio relativo a que se tendrían por 

inválidas aquellas asambleas en las que las aportaciones en especie de personas 

no identificadas fueran igual o mayor al 20% del costo promedio por asamblea de la 

organización analizada.  
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En el SUP-RAP-51/2020 se consideró que las aportaciones en especie de personas 

no identificadas gozan de una presunción de certeza, a partir de lo regulado en el 

propio Reglamento de Fiscalización, así como de la información que FSM aportó en 

cumplimiento al reglamento citado, por tanto, si la responsable consideraba 

necesario activar su facultad de  investigación sobre las aportaciones que gozaban 

de presunción de licitud, es decir, aquellas que fueran menores al monto de  

$240, 000.00, la carga de la prueba le correspondía a la autoridad y no a la 

organización, ya que la organización finalmente cumplió con aportar la información 

a que estaba obligada por la norma. Por tanto, se resolvió revocar lisa y llanamente, 

lo resuelto por el Consejo General respecto a esta infracción. 

2.2. Acreditación de intervención gremial en la afiliación    

La sentencia considera que la infracción relativa a la supuesta intervención gremial 

no tiene efectos en el otorgamiento de registro, en virtud de que esa infracción fue 

revocada en el recurso de apelación SUP-RAP-81/2020.   

En el SUP-RAP-81/2020 se consideró que la participación de dirigentes sindicales 

en los actos administrativos en diversas asambleas de la organización, no 

constituyen un porcentaje significativo en el total de las actividades desempeñadas, 

ya que la infracción prevista en el art. 41, Base I, párrafo 2 de la Constitución federal 

se configura con la participación del gremio en su conjunto y, en el caso concreto 

no se acreditó la participación directa o indirecta de la CATEM, mediante un actuar 

positivo identificable e indudable 

En aquel recurso se consideró que el cruce de información entre los nombres de 

dirigentes de la CATEM y la lista de presidentes, secretarios, delegados y auxiliarles 

de la organización es apenas un indicio de que podría haber intervención por parte 

de esa organización sindical, sin embargo, la responsable no demostró la 

concurrencia de otros hechos generadores de indicios u otros que guardan relación 

con el hecho a acreditar. La coincidencia entre los nombres no es un hecho 

concluyente para establecer que exista efectivamente alguna intervención sindical, 
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por tanto, consideró que no se tenía por acreditada dicha infracción. Por tanto, se 

resolvió revocar la determinación del Consejo General del INE.  

2.3. Efectos  

En la sentencia se determina que el estudio del resto de los planteamientos es 

innecesario, puesto que con la resolución de los dos puntos antes mencionados la 

organización alcanza su pretensión de que se revoque la resolución mediante la 

cual se le negó el registro como partido político nacional, ya que con la invalidación 

de los criterios antes mencionados se validan cinco asambleas y 19,831 

afiliaciones afiliaciones, con lo cual, la organización alcanzaría su registro.  

En consecuencia, se revoca la resolución impugnada INE/CG275/2020 para los 

efectos siguientes: 

a) El Consejo General deberá contemplar para el cumplimiento de los requisitos las 

asambleas que habían sido anuladas, así como afiliaciones correspondientes. 

b) A partir de ello deberá emitir un pronunciamiento en relación con el registro de la 

organización ciudadana dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la 

sentencia.  

c) En caso de que proceda conceder el registro se deberán realizar las gestiones 

respectivas a fin de que considere la participación del partido político nacional en 

el proceso electoral federal 2020-2021, con las consecuencias jurídicas que esto 

genere.      

3. Razones del disenso  

Estoy de acuerdo con la decisión de revocar la resolución que niega el registro a 

FSM; sin embargo, no comparto las consideraciones y los efectos de la sentencia 

aprobada por la mayoría porque están relacionados con lo resuelto por la mayoría 

en los recursos de apelación SUP-RAP-51/2020 y SUP-RAP-81/2020, resoluciones 

en las que también tengo amplias diferencias jurídicas.  
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La diferencia sustancial entre mi posición y lo que se resolvió en los recursos de 

apelación radica en los efectos de la revocación. Si bien coincido que deben ser 

revocados los actos que fueron evaluados con los criterios relacionados con la 

aportación en especie de personas no identificadas y la supuesta intervención 

germinal, no comparto la determinación de revocar lisa y llanamente. En mi opinión, 

la revocación debió ser para efectos de que la autoridad responsable ejerciera su 

facultad de investigación respecto a las dos infracciones, a través de los 

procedimientos administrativos respectivos.  

Para mayor claridad, explicaré brevemente las razones por las que considero que 

la revocación debió dictarse para el efecto de que la autoridad responsable ejerciera 

su facultad de investigación: 

a) Criterio de aportaciones en especie de personas no identificadas 

 (SUP-RAP-51/2020): La razón por la que propongo que la revocación debe 

ser para el efecto de que la autoridad  active su facultad de investigación es 

porque, en mi opinión,  si bien la autoridad responsable realizó un cambio de 

criterio dentro del proceso de revisión fiscal, relativo a la revisión de la licitud 

de los recursos aportados, lo cual implicó una alteración a la regla fijada 

originalmente5, considero que las diligencias realizadas por la autoridad 

responsable respecto a la licitud de las aportaciones, sí están previstas en la 

normativa electoral. La regulación expedida por el Consejo General del INE 

prevé dos tipos de facultades de investigación de la autoridad, la primera es 

la relativa a comprobar que las aportaciones en especie que recibieran las 

organizaciones ciudadanas se registren contablemente con el respectivo 

soporte documental (art. 107 del reglamento); la segunda facultad es la de 

                                                           
5 La regla que aplicó la responsable implicó un cambio de criterio dentro del marco de la revisión, 
debido a que modificó la presunción que originalmente estableció en el acuerdo INE/CG38/2019, en 
donde previó que en operaciones relevantes e inusuales superiores a $240,000.00 realizaría las 
investigaciones correspondientes con las autoridades hacendarias para determinar si los aportantes 
tenían la capacidad económica para realizar las aportaciones; la autoridad responsable, a partir de 
una interpretación al artículo 27, fracción III de Ley sobre el Impuesto a la Renta, determinó que era 
obligación de la organización comprobar los gastos mayores a $2,000.00, lo cual implicó un cambio  
de criterio sustancial que alteró la regla fijada originalmente por ésta. 
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verificar que los recursos que ingresan tengan un origen lícito 

(INE/CG38/2020, numeral 4, inciso a). Esta última es la faculta que sustenta 

mi posición.  

 

b) Intervención gremial (SUP-RAP-81/2020). La razón por la que propuse  que 

se revocara para efectos es porque la autoridad responsable introdujo 

diversas pruebas que no fueron tomados en cuenta en los prendimientos 

sancionadores, específicamente identificó que del total de los agremiados 

a FSM (1,334), 46 se encuentran afiliados a su vez a los sindicatos y 

federaciones que conforman CATEM, y, en algunos casos, realizaron 

aportaciones para las actividades tendentes a la formación de la organización 

como partido político; sin embargo, como la parte afectada debe tener el 

conocimiento de todas esas pruebas y se le debe garantizar el debido 

proceso y el derecho a alegar y contradecir todas esas pruebas, el 

procedimiento ordinario sancionador es le medio más adecuado que tiene la 

autoridad para depurar, tramitar y probar violaciones electorales.  

En razón de lo anterior, aun cuando concuerdo con la decisión de revocar la 

determinación del Consejo General del INE que negó el registro a FSM como partido 

político nacional. Concuerdo con esa decisión porque la negativa a la solicitud del 

registro de un partido político debe corresponderse con la garantía al ejercicio del 

derecho de la libertad de asociación y, en ese sentido, la determinación de ordenar 

el registro de FSM como partido político, brinda, por un lado, la seguridad y la 

certeza jurídica respecto de la legalidad en el comportamiento de la organización 

durante el proceso de obtención de su registro como partido político y, por el otro, 

constituye la medida menos restrictiva respecto  el ejercicio del derecho de afiliación 

involucrado. 

Por otro lado, mi propuesta de que la autoridad profundice en la investigación de las 

infracciones, constituye un mecanismo para garantizar los institutos políticos que 

hayan vulnerado la normativa electoral de forma grave y sistemática, participen en 

el sistema de partidos.   
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Es cierto que lo óptimo sería que, antes de resolver sobre la solicitud de registro de 

las organizaciones ciudadanas como partidos políticos, deberían sustanciarse y 

resolverse todos los procesos sancionadores relacionados con la identificación de 

posibles irregularidades; sin embargo, esa circunstancia no puede condicionar la 

decisión sobre el registro de las organizaciones ciudadanas como partido político, 

ya que la  Ley General de Partidos Políticos, en el artículo 19, párrafo 2, establece 

una fecha específica en la que el registro de los partidos políticos surte efectos 

constitutivos, con independencia de que para el actual procedimiento haya sido 

necesario aplazarla. 

Con base en el principio de certeza y en virtud de que no es viable la existencia de 

decisiones contradictorias, y como no existe determinación alguna en la que se 

sustenten las irregularidades que consideró el Consejo General como premisas 

fácticas para negar la solicitud de registro, aunado a que se encuentran firmes el 

resto de las consideraciones en las que se justificó el incumplimiento de los diversos 

requisitos legales, considero que lo procedente es ordenar a la autoridad electoral 

que emita una nueva decisión en la que se otorgue el registro como partido político 

a la organización Fuerza Social por México, tomando en cuenta: 

a. Califique como válidas las asambleas de Campeche, Jalisco, Nayarit, 

Quintana Roo y Sinaloa y sus afiliaciones  

b. Considere que no está acreditada la intervención gremial en el proceso de 

obtención del registro de la organización FSM como partido político nacional.   

 

Ahora bien, tomando en cuenta mi postura en los recursos de apelación, si la 

autoridad responsable llegara a determinar la existencia de las infracciones en los 

procedimientos administrativos sancionadores respectivos, el Consejo General 

debería valorar la gravedad y la reiteración de las conductas y, de ser el caso, 
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imponer como sanción la cancelación del registro como partido político que hubiera 

obtenido la organización civil6.  

Esta postura es congruente con el estándar de proporcionalidad, a partir de la 

premisa de que los supuestos de no registro de un partido político y su cancelación 

de registro deben ser congruentes entre sí y, en último análisis constitucional, 

coherentes con los principios y valores constitucionales, particularmente con los 

derechos fundamentales de afiliación y asociación, en el marco de una democracia 

constitucional liberal igualitaria.  

Con base en lo expuesto, formulo el presente voto concurrente. 

ESTE DOCUMENTO ES UNA REPRESENTACIÓN GRÁFICA AUTORIZADA MEDIANTE 

FIRMAS ELECTRÓNICAS CERTIFICADAS, EL CUAL TIENE PLENA VALIDEZ JURÍDICA DE 

CONFORMIDAD CON LOS NUMERALES SEGUNDO Y CUARTO DEL ACUERDO GENERAL DE LA 

SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 3/2020, 

POR EL QUE SE IMPLEMENTA LA FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE 

LA FEDERACIÓN EN LOS ACUERDOS, RESOLUCIONES Y SENTENCIAS QUE SE DICTEN CON 

MOTIVO DEL TRÁMITE, TURNO, SUSTANCIACIÓN Y RESOLUCIÓN DE LOS MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. 

 

 

 

 

 

                                                           
6 La cancelación del registro es una de las posibles sanciones que pueden derivar de un 
procedimiento sancionador electoral específico cuando un partido político cometa conductas graves 
y reiteradas de violación al marco normativo. Como se estableció en la ejecutoria recaída en los 
expedientes SUP-RAP-561/2015 y acumulados. 


